
Institucionalidad ambiental en Colombia: funciones, instrumentos y limitaciones.

Fuente legal Institución o actor Función Instrumentos que implementa Relación con principios constitucionales Limitaciones observadas

Ley 99 de 1993 

(Artículo 4)

Sistema Nacional 

Ambiental (SINA)

Coordinar y articular las acciones del Estado y la 

sociedad civil en la gestión ambiental. Ejecutar los 

principios de la política ambiental nacional a través de 

sus distintos componentes institucionales.

Planes, programas y proyectos ambientales; 

normatividad ambiental; licencias y permisos; 

instrumentos de planificación y ordenamiento 

ambiental; educación ambiental; participación 

comunitaria. (art, 1,4,5,31)

Se relaciona con los principios constitucionales del derecho a un 

ambiente sano (Art. 79), participación ciudadana (Art. 1, 2, 40), 

autonomía territorial (Art. 287), desarrollo sostenible (Art. 80) y 

función ecológica de la propiedad (Art. 58).

La ley establece una estructura muy amplia con múltiples actores (Ministerio de Ambiente, CARs, institutos científicos, entes 

territoriales, ONG, organizaciones comunitarias, etc.). Esta amplitud puede dificultar la coordinación efectiva, ya que cada actor 

tiene competencias propias y niveles distintos de capacidad operativa y técnica. Aunque se menciona que la jerarquía va desde el 

Ministerio hacia las CAR, departamentos y municipios (Art. 4 parágrafo), no queda claro cómo se articula el poder decisional o 

cómo se resuelven conflictos entre niveles. La estructura es descentralizada, pero no siempre se establecen límites claros de 

autoridad. Aunque la ley incluye a organizaciones comunitarias y ONG como parte del SINA, no se precisa cómo se garantizará su 

participación efectiva ni qué poder real tienen en la toma de decisiones. Esto sugiere una participación más formal que vinculante. 

La ley menciona inspección y vigilancia (Art. 36), pero no define indicadores ni mecanismos concretos de evaluación, lo cual 

dificulta la rendición de cuentas y el control efectivo. Por otro lado,  la Evaluación Institucional de la Política de Gestión Ambiental 

Urbana realizada por el Departamento Nacional de Planeación (DNP) muestra que, aunque el nivel central del SINA (como 

MinAmbiente e IDEAM) cumple un rol articulador, en varias regiones las entidades territoriales funcionan de manera aislada, sin 

conexión con el nivel nacional. Esto indica una desarticulación vertical dentro del sistema.

Decreto 3570 DE 

2011

Ministerio de Ambiente 

y Desarrollo Sostenible

 en su artículo 2, establece que una de las funciones 

principales del Ministerio de Ambiente y Desarrollo 

Sostenible (MADS) es diseñar y formular la política 

nacional en relación con el ambiente y los recursos 

naturales renovables. Esta función también incluye la 

responsabilidad de establecer las reglas y los criterios de 

ordenamiento ambiental del uso del territorio y de los 

mares adyacentes, con el fin de asegurar la conservación 

y el aprovechamiento sostenible de dichos recursos.

el Ministerio implementa diversos instrumentos de 

política pública, como normas técnicas, lineamientos 

ambientales, criterios de planificación y ordenamiento 

ambiental, planes y programas nacionales, entre otros. 

Estos instrumentos permiten materializar las políticas 

ambientales formuladas, asegurando su aplicación en 

distintos sectores del desarrollo económico y 

territorial.

el artículo 79, que consagra el derecho de todas las personas a gozar 

de un ambiente sano; el artículo 80, que establece el deber del 

Estado de planificar el manejo y aprovechamiento de los recursos 

naturales para garantizar su desarrollo sostenible; y el artículo 1, que 

reconoce la participación ciudadana como fundamento del Estado 

social de derecho, esencial en la gestión ambiental. De igual forma, 

cumple con los fines del Estado definidos en el artículo 2, 

especialmente en lo que refiere a la protección del patrimonio 

natural de la Nación.

del propio diseño institucional expresado en el decreto, en el art. 1.1.1.1.1, se deduce que el Ministerio tiene una función 

estratégica, normativa y centralizada, y que su capacidad de acción efectiva en los territorios depende de otras entidades como 

SINA, ANLA, CARS O IDEAM. Esto tambien puede generar dependencia funcional y posibles descoordinaciones. Además, no se 

detallan mecanismos directos para asegurar cumplimiento, articulación o participación ciudadana, es decir que no se detallan 

herramientas concretas para garantizar que la ciudadanía incida directamente en la formulación o evaluación de políticas. 

Asimismo, en sus funciones no se hace énfasis explícito en cómo el Ministerio adaptara sus políticas a contextos regionales o 

poblacionales específicos (étnicos, rurales, urbanos), lo que limita la pertinencia territorial de sus políticas. Ademas diversos 

informes como el de la contraloria evidenciaron fallas estructurales en la gestión ambiental y falta de coordinación y articulación 

del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible (MADS) y otras entidades del SINA. El informe calificó el desempeño con un 

"incumplimiento material adverso", lo que significa que las entidades no cumplieron con sus funciones esenciales para controlar la 

deforestación.

Ley 99 de 1993 

(Artículo 31)

Corporaciones 

Autónomas Regionales

Las CAR son entes corporativos de carácter público, con 

autonomía administrativa y financiera, creadas para 

administrar dentro de su jurisdicción el medio ambiente 

y los recursos naturales renovables, y propender por su 

desarrollo sostenible. Son la máxima autoridad 

ambiental en su territorio, y les corresponde ejecutar las 

políticas, planes y programas definidos por el Ministerio 

de Ambiente, así como asesorar a los entes territoriales 

en temas ambientales y otorgar licencias y permisos 

ambientales.

las licencias ambientales, las concesiones para uso de 

aguas superficiales y subterráneas, los permisos para 

aprovechamientos forestales, y las autorizaciones para 

actividades que puedan afectar el medio ambiente. 

También establecen los límites permisibles de emisión 

y descarga de contaminantes y pueden restringir el 

uso de sustancias que generen deterioro ambiental. 

Otro instrumento importante es la celebración de 

convenios con entidades públicas y privadas para la 

protección ambiental, así como la formulación e 

implementación de planes y programas de educación 

ambiental, tanto formal como no formal.

garantizan el derecho fundamental a gozar de un ambiente sano 

(artículo 79 de la Constitución). Además, promueven la participación 

ciudadana (artículos 1, 2, 40 y 103), la descentralización 

administrativa (artículo 287), y el desarrollo sostenible (artículo 80). 

El trabajo de las CAR también está guiado por el principio de 

precaución, especialmente cuando hay riesgo de daño ambiental 

grave o irreversible, así como por la protección de la biodiversidad 

como patrimonio de la nación.

Aunque la Ley establece que las CAR deben ejecutar las políticas del Ministerio del Medio Ambiente, también se les reconoce una 

amplia autonomía. Esta doble condición —autonomía regional y subordinación normativa— genera tensiones y ambigüedades en 

la articulación con el nivel central, ya que no se establecen mecanismos claros y vinculantes para armonizar políticas, ni para 

supervisar efectivamente su cumplimiento (Art. 23, 30 y 31). El Consejo Directivo, que es el órgano de administración de las CAR, 

está integrado por gobernadores, alcaldes, representantes del sector privado, comunidades indígenas y ONG. Si bien esto parece 

promover la participación, también abre espacio a la interferencia política en decisiones técnicas. Además, la Asamblea 

Corporativa está compuesta por los representantes de las entidades territoriales, que votan en proporción a sus aportes 

económicos (Art. 25), lo que puede favorecer a actores con más poder económico o político. Si bien se les otorga a las CAR la 

facultad de otorgar licencias, permisos y concesiones ambientales, la Ley no establece requisitos técnicos mínimos ni criterios 

homogéneos que garanticen la estandarización y objetividad en estos procesos. Esto puede generar discrecionalidad en el 

otorgamiento de permisos y en la definición de límites permisibles de emisiones (Art. 31, numerales 9 y 10). Aunque se menciona 

que el Ministerio de Ambiente aprueba estatutos y recibe informes de gestión, la ley no establece sistemas sistemáticos y 

obligatorios de seguimiento, evaluación y sanción frente a posibles fallas en el cumplimiento de las funciones de las CAR. Esto 

sugiere una débil institucionalidad de control interno y externo.

Decreto 3573 de 

2011

Agencia Nacional de 

Licencias Ambientales 

(ANLA)

Otorgar, negar y hacer seguimiento a licencias, permisos 

y trámites ambientales; realizar investigaciones 

preventivas y sancionatorias; coordinar mecanismos de 

participación ciudadana; administrar sistemas de 

información ambiental.

as licencias ambientales, permisos ambientales, y 

trámites administrativos. Administra plataformas como 

el Sistema de Licencias, Permisos y Trámites 

Ambientales (SILA) y la Ventanilla Integral de Trámites 

Ambientales en Línea (VITAL). También adelanta 

audiencias públicas ambientales, aplica la Ley 1333 de 

2009 para sanciones ambientales, y emite actos 

administrativos y conceptos técnicos para la toma de 

decisiones. Además, promueve la participación 

ciudadana como mecanismo para mejorar la gestión 

ambiental. (art, 3,10,13,14,15)

En primer lugar, protege el derecho a un ambiente sano (artículo 79 

de la Constitución), al evaluar el impacto ambiental de los proyectos. 

También garantiza la participación ciudadana (artículos 1 y 2), al 

establecer espacios como audiencias públicas dentro del proceso de 

licenciamiento. Asimismo, su estructura y funciones están alineadas 

con los principios de la función administrativa (artículo 209), tales 

como la eficiencia, eficacia, publicidad y moralidad, buscando 

optimizar la gestión ambiental en el país mediante procedimientos 

claros, controlados y con respaldo técnico.

El decreto le asigna a la ANLA funciones que antes estaban dispersas entre otras entidades (como el Ministerio de Ambiente o las 

Corporaciones Autónomas Regionales - CAR). Esto sugiere una centralización de competencias, lo cual puede limitar la acción 

territorial, ralentizar procesos o crear dependencia excesiva de un solo actor institucional. El decreto menciona el uso de sistemas 

como SILA, VITAL y otros sistemas de gestión documental y de seguimiento. Se puede inferir que la capacidad operativa de la 

ANLA depende fuertemente de plataformas digitales, lo que puede ser una fortaleza, pero también una limitación si existen fallas 

tecnológicas, falta de interoperabilidad o desactualización de información. Aunque se menciona la participación ciudadana (Art. 3 

y 10), y la realización de audiencias públicas ambientales, el decreto no detalla cómo se garantiza que estas participaciones sean 

incidentes o vinculantes y no menciona mecanismos de seguimiento ciudadano a las decisiones adoptadas. porlo tanto se puede 

inferir una participación ciudadana débil o limitada, centrada más en informar que en permitir incidencia real de las comunidades 

en los procesos. Aunque el Decreto establece diversas fuentes de financiamiento (Art. 4), como el FONAM, cooperación 

internacional, y presupuesto nacional, también dice que “excepcionalmente” la Nación podrá cubrir los gastos cuando el fondo no 

alcance. es decir que la disponibilidad de recursos no siempre está garantizada, lo que podría afectar la capacidad técnica y 

operativa de la ANLA en algunos momentos.


